Carátula 


COMISIÓN DE INDUSTRIA, ENERGÍA, COMERCIO, 
TURISMO Y SERVICIOS 


(Sesión celebrada el día 24 de julio de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA- Habiendo número, queda abierta la sesión. 


(Son las 16:10). 


(Ingresan a sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, doctor ingeniero Guillermo 
Moncecchi, y sus asesores). 


—Queremos agradecer al señor ministro de Industria, Energía y Minería, doctor ingeniero 
Guillermo Moncecchi, y a los integrantes de su equipo por haber aceptado la invitación a esta comisión. 
Tenemos interés en saber cuáles fueron los pasos que el Gobierno llevó adelante con respecto al retiro 
de la empresa Petrobrás de nuestro país y cuáles han sido las consecuencias. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes a todos. 


Como siempre es un honor y un gusto estar en este recinto, en este caso para responder a la 
convocatoria del señor senador Delgado, relacionada con el tema -—que ha tomado público 
conocimiento— de las bases de un acuerdo con Petrobrás para una salida de la empresa del negocio 
del gas. 


Me acompañan integrantes del Área Hidrocarburos del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, quienes han seguido de cerca este proceso que, como sabrán, ya lleva varios años. Por lo 
tanto y para darle un contexto a la situación de la concesión del gas en Uruguay, si la señora 
presidenta está de acuerdo, me gustaría ceder el uso de la palabra a la ingeniera Spinelli —directora del 
Área Hidrocarburos— para que comente un poco sobre el tema. Luego podré continuar con el relato de 
los últimos pasos que se dieron en Santa Fe y demás. 


SEÑORA SPINELLI.- Me gustaría hacer un breve relato de los hechos. Como los señores senadores 
sabrán, el Estado otorgó dos concesiones de obra pública para explotar el servicio de distribución del 
gas por cañería durante treinta años: en el año 1994 para Montevideo y en 1998 para el interior. Se 
trata de una actividad privada de interés público; lo aclaro porque muchas veces se la califica como 
servicio público, pero no tenemos una ley que le haya dado tal naturaleza. Sin embargo, las 
concesiones regulan la actividad con muchas características similares a las de un servicio público. 


En el año 2002, con la llegada del gas natural, el Estado y las empresas arribaron a diversas 
adecuaciones contractuales. Por ejemplo, dada la crisis de 2004, MontevideoGas hizo una declaratoria 
para posponer las obligaciones de ese año. 


Por su parte, Petrobrás ingresa comprando el 55 % de las acciones de Conecta en diciembre 
de 2004 y el 66 % de las de MontevideoGas en el año 2006, pero más adelante completaría el cien por 
ciento de las acciones. En definitiva, cuando ingresó Petrobrás ya estaba instalada la crisis energética 
en Argentina. 


En el año 2006 Argentina aplica los derechos de exportación, lo que incrementó 
sustantivamente el precio del gas natural en nuestro país y a pesar de que el traslado de tarifas no 
estaba previsto en los contratos, el Estado uruguayo fue colaborativo con los concesionarios e 
inmediatamente admitió ese traslado a las tarifas máximas. De todas formas, tempranamente empezó 


a haber algunos inconvenientes —en particular en la concesión de Montevideo—, ya que en el año 2004 
se comenzaron a detectar fugas superiores a las toleradas. La Ursea advirtió formalmente, en los años 
2006 y 2007, que se estaba incumpliendo el contrato de concesión en cuanto a los niveles máximos de 
fugas toleradas y, finalmente, por resolución de agosto de 2008, fijó como fecha máxima para cumplir 
con la obligación contractual de no superar dicho nivel máximo de fugas el 10 de marzo de 2010. En 
ese entonces —los señores senadores lo sabrán-—, las fugas eran del 25 % o 30 % del gas que se 
compraba. 


Así que, en cumplimiento de ello, en noviembre de 2007 MontevideoGas finalmente presentó 
el proyecto de inversión, obtuvo los beneficios fiscales y realizó la renovación de toda la red en plazo. 


Sin embargo, la distribuidora no reconoció que esa inversión de recambio total de la red fuera 
obligación suya, por lo que solicitó al Estado uruguayo una adenda contractual mediante la cual 
pretendía liberarse de todas las obligaciones de inversión anteriormente pactadas y extender el plazo, 
entre otras condiciones. Eso no fue contemplado por el Estado porque este entendió que el recambio 
respondía a la obligación de cumplimiento del estándar de fugas. 


De todos modos, en el año 2009, el Estado uruguayo, a través del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, creó una mesa de diálogo para avanzar sobre los temas de afectación de la 
ecuación económico-financiera que en ese momento ya planteaban las dos distribuidoras. Tanto el 
Estado como las empresas contrataron consultores expertos para el análisis de los contratos y hubo 
múltiples intercambios, pero, de todas maneras, no hubo un avance en la negociación debido a que no 
se obtuvo un acuerdo con las empresas respecto a la valorización de la revisión integral del contrato. 


El caso de Conecta era aún más complejo porque se observó que, aunque el Estado le 
liberara la tarifa, iba a ser muy difícil que consiguiera un flujo positivo si no realizaba algunos cambios 
estructurales. Incluso, el Estado le hizo una propuesta de unificación con la concesionaria de 
Montevideo para bajar costos operativos, entre otras cosas. 


Asimismo, en el año 2009, la distribuidora MontevideoGas empezó a incumplir la obligación de 
pagar el precio de arrendamiento —el canon de la concesión— en la cuota parte que estaba impactada 
por las retenciones. El canon es un alquiler que se fija función del cargo variable de la tarifa; cuando 
Argentina impuso las retenciones, ese cargo variable aumentó y, por lo tanto, también lo hizo el canon. 
La empresa entendía que había una cuota parte del canon que no le correspondía y, unilateralmente, 
empezó a pagar por año lo que ella consideraba, que era menos de lo que debía. A raíz de ese pago 
parcial se generó una deuda que se acumuló hasta el año 2007, cuando finalmente el Estado ejecutó la 
garantía cumplimiento, según lo que estaba previsto en el contrato de concesión, y además requirió el 
pago del saldo no cubierto por la garantía. Eso se efectivizó en junio de 2017; la distribuidora debió 
pagar, por ambas medidas, 7,8 millones de dólares. 


Según el Estado uruguayo, la reacción de Petrobrás a la intimación de ese pago del canon fue 
iniciar el arbitraje por Conecta. Empezó por allí porque el contrato concesión estipulaba una manera 
rápida de acceder al arbitraje; era un arbitraje internacional. En ese momento también presentó la 
voluntad de iniciar un arbitraje por MontevideoGas, pero el contrato de concesión de esta otra 
distribuidora establecía que había que acordar las pautas, y por eso demoró. Finalmente, en junio de 
2018 acordamos el compromiso arbitral para el caso de Montevideo, y recién ahí inició el arbitraje. 


Si bien el Estado ha reconocido desde siempre que la crisis argentina afectó el desarrollo del 
mercado del gas, las diferencias que tuvimos con las distribuidoras, y que defendimos en los arbitrajes, 
en síntesis, son las siguientes: que lo que pasó en Argentina era un escenario posible y previsible por 
parte de una operadora experta y, por lo tanto, era uno de los riesgos del negocio; que ese no fue el 
único motivo de los malos resultados, sino que, en buena medida, estos también se debieron a 
ineficiencias y omisiones de las empresas; que ninguna de las distribuidoras presentaron propuestas 
concretas para modificar la ecuación económico-financiera ni los contratos de concesión; que nunca 
quisieron abordar una revisión integral y, por último, que ambas distribuidoras incumplieron 
obligaciones contractuales. 


La Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional llegó a un laudo 
por el caso de Conecta y desestimó la demanda de esta empresa para declarar a Uruguay como 
incumplidor del contrato de concesión, tal como lo solicitaba. También desestimó la demanda que 
realizaba la empresa para terminar inmediatamente con el contrato de concesión, renunciando a la 
misma, y desestimó la pretensión de compensación monetaria por supuestos incumplimientos. Lo que 
sí estableció para nosotros, como Estado uruguayo, fue la obligación de renegociar de buena fe los 


ajustes que pudieran corresponder para lograr la recomposición de la ecuación económico-financiera. 
Conecta pretendía que la corte declarara que teníamos el deber de recomponerla, pero el laudo 
estableció que teníamos el deber de negociar de buena fe. 


Inmediatamente comenzamos un proceso de negociación para el cumplimiento de dicho 
laudo, que fue del 5 de abril al 27 de junio, y celebramos once reuniones entre las partes. Conecta nos 
había solicitado doce semanas de plazo, ya que ellos, internamente, se habían fijado la fecha del 28 de 
junio como plazo máximo para resolver algo. Nosotros presentamos una propuesta general que 
constaba de una serie de medidas a aplicar por parte del Estado, mientras que la empresa hizo lo 
propio a efectos bajar costos operativos. Encontramos una fórmula por la cual se recomponía la 
ecuación económico-—financiera. Sin embargo, los representantes de la empresa en esa mesa 
interpretaron distinto el laudo con respecto a esa ecuación de recomposición; ellos querían que se les 
remunerara por las pérdidas pasadas y, en definitiva, dijeron que allí se terminaban las reuniones, que 
iban a elevar los resultados a sus autoridades y que se volverían a comunicar con nosotros. 


Asimismo, en ese lapso de negociación con Conecta intentamos introducir en la discusión la 
posibilidad de llegar a algún acuerdo también por MontevideoGas. El problema era que, como estaba 
transcurriendo en paralelo el proceso de arbitraje, se requería de algún acuerdo que, de algún modo, 
blindara jurídicamente a las partes, pero no conseguimos concretarlo. De todas maneras, en esta etapa 
avanzamos en el conocimiento de los números de ambas empresas. 


Como equipo técnico, entendemos que hay posibilidades ciertas de que el negocio de 
distribución de gas sea sostenible tomando ciertas medidas de reducción de costos operativos y de 
optimización, unificando la estructura empresarial en una única distribuidora. Por supuesto que hay que 
pensar en extender el plazo de la concesión y en otorgar un mayor reconocimiento de los costos de 
distribución en la tarifa, aprovechando que hoy en día ya tenemos mejores precios de gas —que han 
surgido de las negociaciones con Argentina—, de manera de no impactar en la competitividad. 


Esto es a lo que llegamos antes de que se concretara ese encuentro en Santa Fe. 


SEÑOR MINISTRO..- Este ha sido un resumen rápido del contexto en el que se dio la negociación; una 
negociación, en la que, por cierto, hemos sido extremadamente cautos. Todo este proceso, como bien 
se dijo, se dio con arbitrajes en curso, lo que implicaba que en toda esa negociación con la empresa 
estuviera presente el riesgo de que lo que uno dijera pudiera ser utilizado en su contra, dada la 
situación litigante de la empresa. No obstante, no se dejó de hacer tratativas y hubo una reunión por 
semana con la empresa para entender la situación. 


Siempre me gusta decir que hay que tener en cuenta tres circunstancias que, por supuesto, 
están relacionadas, pero son diferentes. Una es la situación del gas en Uruguay que, tal como se 
detalló en el resumen, ha sido muy compleja a partir de que se elevaran los precios en la Argentina, ya 
que nosotros consumimos gas de ese país. A eso se agregó la salida de Petrobrás de distintas partes 
del mundo y de la región, por ejemplo, de Colombia y Chile, además de retirar parte de su negocio en 
Estados Unidos y de cerrar refinerías en Brasil, en el marco de un proceso de achicamiento. En ese 
contexto es que anuncia su retirada de Uruguay, lo que implica la salida del gas y delas estaciones. 
Este no es un anuncio de ahora, sino que se hizo en mayo, si mal no recuerdo; en ese mes anunciaron 
públicamente eso. Lo nuevo es lo siguiente: hasta el momento ellos planteaban vender sus acciones a 
otro privado, tanto en el caso de las estaciones como en lo que respecta al gas. En el caso de las 
estaciones, eso sigue perfectamente en pie, es decir, no se ha modificado. Petrobrás ha manifestado 
su interés de retirarse del mercado uruguayo, pero va a tener que conseguir un comprador para sus 
estaciones, y es posible que lo consiga. 


Concretamente, el pedido de reunión del presidente de Petrobrás al presidente de la 
república es por el tema del gas y es a eso a lo que se restringe este principio de acuerdo. En esta 
reunión, entonces, a propuesta del presidente de Petrobrás en Santa Fe, aprovechando la oportunidad 
que nuestro presidente iba a estar en la cumbre del Mercosur, se sentaron claramente las bases para 
llegar a un acuerdo que, posteriormente, fueron publicadas tanto por el gobierno de Uruguay como por 
la empresa. 


En primer lugar, se tomarán las medidas administrativas necesarias para poner fin a las 
concesiones vigentes antes del 30 de setiembre de 2019. Esto significa, que Petrobrás se va a retirar 
del gas con acuerdo del Estado uruguayo, antes del 30 de setiembre. El laudo de Conecta decía que 
Petrobrás no puede retirarse porque tiene una concesión vigente; es decir, no es tan fácil como darse 


vuelta y dejar una concesión. Lo que propone Petrobrás es dejar de la concesión, siempre que el 
Estado uruguayo lo autorice a retirarse. 


En segundo lugar, ambas partes dispondrán de lo necesario para dejar sin efecto las disputas 
o litigios pendientes sin reclamo de especie alguna, referido a los mencionados litigios o disputas, o 
cualquiera otra razón. Esto quiere decir que Petrobrás desistirá completamente de todos los reclamos 
realizados en los arbitrajes contra el Estado uruguayo que tenían que ver esencialmente con una 
indemnización por las inversiones pasadas que se hicieron en la red, tal como lo describió la ingeniera 
Spinelli. 


En tercer lugar, el Estado uruguayo va a asumir las operaciones de ambas concesiones 
mediante los instrumentos jurídicos legalmente habilitados, a los efectos de dar continuidad a los 
servicios. Es decir, se inicia un proceso donde el Estado uruguayo toma el control del servicio de gas 
hasta que aparezca un nuevo privado interesado en ser el concesionario. 


Tal como lo hemos dicho públicamente, para nosotros este es un buen acuerdo porque 
implica dejar de lado la posibilidad de cualquier reclamo a la empresa. Nosotros nos habíamos 
preparado en silencio para esta eventualidad, si bien hemos sido muy cuidadosos de respetar el 
ordenamiento jurídico, es decir, mientras la concesión estuvo vigente, respetamos la independencia de 
la empresa para gestionar ese servicio, en la posición de contraparte como concesionario. Ahora, que 
la situación ha cambiado, el Estado tomará el control de la compañía hasta que no aparezca un nuevo 
concesionario. 


Por último, se acordó que un par de representantes de la empresa de Petrobrás Brasil, el 
señor secretario de Presidencia de la república y quien habla, íbamos a avanzar en implementar un 
acuerdo. Actualmente, tuvimos una primera reunión con los representantes en la que se lograron 
buenos avances con estas bases. Además, vamos a explorar diferentes alternativas para instanciarlo 
rápidamente con la premisa de mantener completamente el servicio a los hogares y a las industrias, en 
lo que ambas partes están de acuerdo. Estamos trabajando, por un lado, en las soluciones jurídicas 
para tomar el control y, por otro, para garantizar la continuidad operativa de la empresa que es en lo 
que están trabajando los técnicos en estos días. Tenemos diferentes alternativas sobre la mesa en las 
que no hemos avanzado, porque todo es muy reciente. 


Esta es una síntesis de la situación de al día de hoy. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos la comparecencia del señor ministro y su equipo, con quien 
hablamos por teléfono y, con gusto, accedió a venir cuanto antes. 


Si bien contaron lo que aconteció con la responsable del Área de Hidrocarburos y la relación 
con esta saga vinculada a las concesiones en la distribución de gas minorista, considero que este tema 
es más complejo. En realidad, no se trata solamente de asegurar la distribución de gas al sector 
minorista, al domiciliario o al industrial, sino de atender los problemas productivos. En este sentido, 
nuestros visitantes hablaron del tema de la escala, de las inversiones, del canon, de determinados 
incumplimientos, de litigios y de una indemnización monetaria que no dio lugar, pero también de la 
obligación por lo menos de sentarse a negociar. Asociado a esto hay todo un tema laboral muy 
complejo, cuyo punto más álgido se alcanzó cuando tuvo lugar el control obrero de la empresa —este 
fue un hecho sin precedentes—, más allá de la medida cautelar que había establecido la Justicia. 


Antecedentes de 2004 a la fecha, indican que, si bien no es un servicio público, opera como 
tal. Para demostrar que el tema es mucho más complejo, basta recordar que en 2013 hubo un contrato 
de compra del 50 % de MontevideoGas por parte de Ancap —firmado por el entonces presidente de 
Ancap y el gerente de Relaciones Internacionales de Petrobrás— por USD 7:500.000. Este contrato — 
del que tengo en mi poder una copia— nunca se llegó a ejecutar, pues se dejó transcurrir la fecha de 
ejecución. Como dije, este es un tema bien complejo que tiene antecedentes. 


Obviamente, resulta imposible desvincular esto de Gas Sayago, de la regasificadora, de los 
problemas de suministro de Argentina y del gas firme o no firme. Ahora hay una realidad diferente por 
la situación de Vaca Muerta, lo cual está asociado a dos temas adicionales sobre los que a 
continuación consultaré a nuestros visitantes. 


Si no recuerdo mal, hace un año, los privados dejaron de comprar gas directamente a 
Argentina y lo empezó a comprar Ancap. Por lo tanto, se viene dando esa situación de que no compran 


los privados y sí lo hace Ancap, lo cual torna más complejo el tema. A esto debemos agregar una 
discusión contractual sobre la paramétrica de uso del gasoducto sin contrato —en donde Ancap es socia 
del 20 % del único mecanismo de transporte de gas— que, hasta donde sé, todavía no ha sido 
acordada. Como dije antes, señalo todo esto para que vean que el tema es bien complejo y tiene varias 
aristas. 


Me gustaría preguntar al señor ministro si hay o no un acuerdo firmado, más allá de lo que 
acaba de anunciar, que salió en la prensa y en un comunicado de la Secretaría de Comunicación de la 
Presidencia de la República. En fin, quiero saber si hay un convenio o un acuerdo. El último párrafo del 
comunicado señala que se actuará en consulta con los presidentes. ¿Se está refiriendo al presidente 
de la república o al presidente de las empresas? ¡No queda claro! Además, hago la consulta del caso, 
si es que el convenio está firmado. 


Más allá de que lo que pasó, pasó, he narrado situaciones que dan cuenta de la complejidad 
del tema, pues ello está asociado a una pérdida de treinta y ocho mil clientes. 


SEÑORA SPINELLI.- Son treinta y ocho mil medidores. 
SEÑOR DELGADO.- Perfecto. 


Quisiera saber, entonces, cómo se va a instrumentar este supuesto acuerdo —sobre el que 
estoy preguntando si existe o no— porque, si lo hay, habría responsabilidad de las partes por 
incumplimiento. Lo otro es una especie de convenio de palabra que, en función del tiempo y de las 
formas, puede ser más laxo. 


Luego, está el tema del cómo, Petrobrás es dueño del 100 % de las acciones de 
MontevideoGas y del 55 % de Conecta ya que el resto lo tiene Ancap, por lo que me gustaría saber si 
las concesiones se devolverían o si las mantendrían las empresas. 


¿En el caso de que las concesiones las mantengan las empresas, tanto MontevideoGas 
como Conecta, las acciones se venderían al Estado uruguayo, aunque sea por un valor simbólico si es 
parte de un acuerdo firmado en el que no hay contraprestaciones y, además, se eliminan los posibles 
litigios e indemnizaciones? En ese caso, comenzaría a jugar otro actor que es Ancap y que tiene el 45 
% de una de las empresas. 


Después, hemos visto que a lo largo del tiempo hubo situaciones similares que motivaron la 
creación de comisiones interventoras que trabajaron sobre el tema en procesos intermedios, pero, en 
el caso hipotético de que el convenio esté, de que las concesiones las mantengan las empresas 
porque están vigentes hasta el 2024 y 2032, y de que se vendan las acciones al Estado uruguayo, me 
gustaría saber, en primer lugar, a quién se las venderían. En segundo término, quisiera saber quién 
operaría mientras tanto, es decir después de que el Estado tenga las acciones que, obviamente, 
pasaría a ser una sociedad anónima de propiedad estatal. Estamos haciendo futurología, pero son 
posibles escenarios, algunos de los cuales salieron en la prensa, como el de MontevideoGas y el de 
Conecta o la fusión de ambas, que fue una opción que también se manejó. 


Después del mientras tanto —se ha dicho que hay posibles interesados no solo en vender gas 
sino también en operar-, ¿está previsto un llamado a nuevos concesionarios por parte de quien tenga 
las acciones ya sea, por ejemplo, Ancap o Gas Sayago? ¿Cuáles serían los plazos y el cronograma 
para que eso ocurra? Porque lo peor que nos pueda pasar en un proceso de interinato como este es 
que el tiempo vaya pasando y que se vaya perdiendo el interés y se termine en un círculo vicioso y 
perverso que desestimule a los clientes y la situación se torne cada vez es más difícil porque, según 
tengo entendido entre las dos empresas, MontevideoGas y Conecta, hay una pérdida anual de USD 
5:000.000 o USD 5:500.000, al menos es lo que se me ha dicho. Esas son las preguntas que planteo a 
este respecto. 


Este acuerdo, si está firmado, también refiere a que ambas partes dispondrán lo necesario 
para dejar sin efecto disputas o litigios pendientes sin reclamo de especie alguna. ¿Hay previsto algún 
dinero que se deba pagar o esta cláusula exime de toda responsabilidad pecuniaria o monetaria? 


Me imagino que el tema del laudo arbitral de MontevideoGas que —según lo que se escucha 
por ahí— saldría en agosto o en setiembre, implicaría, por lógica, desestimar el proceso arbitral. Esa es 
otra pregunta. 


¿Qué pasa con los activos? El comunicado dice que los activos se traspasarían al Estado 
uruguayo. En realidad, esos activos son del Estado uruguayo porque es una concesión. Nos gustarías 
saber, entonces, a qué se refiere porque, tal vez, hay otros activos que desconocemos. Personalmente, 
tenía entendido que, al tratarse de una concesión, los activos pertenecían al Estado. 


Quisiera saber en qué situación quedan los trabajadores que han sido despedidos, algunos 
por notoria mala conducta y otros con causal jubilatoria; también hay algunos en el seguro de 
desempleo y hay una huelga con guardia gremial que se levantó. En definitiva, la consulta es qué 
sucederá en el interinato —más allá de quien se haga cargo de la operación—, es decir, si estos 
despidos quedan en suspenso, si se retoma a los trabajadores o si queda la misma situación que 
estaba hasta el día de hoy, bajo la operativa de Petrobrás. 


Obviamente se trata de situaciones deficitarias y la empresa ha pasado por litigios debido a 
circunstancias que fueron cambiando —es lo que aducen ellos— en cuanto a condiciones de mercado o 
de contrato. Entonces, creo que parte de este proceso tendrá que ver también con realizar 
reestructuras para generar un marco de llamado diferente. En cuanto a este punto, ¿está previsto que 
Ancap siga comprando el gas? La UTE, en el nuevo acuerdo que acaba de hacer con Pan American 
Energy y con Pampa Energía para la central de Punta del Tigre, paga algo más de USD 5 el millón de 
BTU y acá, según tengo entendido, estamos pagando cerca de USD 15 en la compra. Entonces, 
quisiera saber si está previsto, con una oferta diferente de Argentina, renegociar los precios, si hay 
contrato vigente o no, si es mes a mes que se compra. Toda esta información que solicito es para 
conocer un poco la parte operativa. 


Para finalizar, me quiero referir a la negociación entre Gasoducto Cruz del Sur y el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, ya que quiérase o no, es una parte clave para tener garantías de 
suministro para cualquier concesionario que es muy probable que, si existe, sea argentino, dada la 
oferta argentina de gas. La idea es, al menos, saber de antemano algunas condiciones del acuerdo, la 
vía y el cronograma de solución. 


SEÑOR MINISTRO.- Hay una pregunta que no entendí bien. El senador Delgado se refería a devolver 
las concesiones y a cómo pasan las acciones, y consultaba sobre quién opera. No entiendo qué quiere 
decir con eso. 


SEÑOR DELGADO.- Cuando se venden las acciones al Estado, ¿a quién específicamente; a Ancap, al 
ministerio de industria, a Gas Sayago? Esto sobre la base de que la concesión siga en las empresas y 
lo que se vende, simbólicamente, es la titularidad de las acciones. 


SEÑOR MINISTRO.- Intentaré responder todas las preguntas y quizás en algunos casos solicite la 
intervención de la ingeniera química Spinelli y del economista González, a fin de que aclaren algunos 
detalles más técnicos. 


Antes que nada quiero decir que es importante el tema del acuerdo. Lo que se estableció 
entre ambos presidentes fue la base para un acuerdo y se está trabajando en ello. O sea, todavía no 
hay un acuerdo firmado, sino una declaración conjunta de Petrobrás y del Gobierno uruguayo, en la 
que los presidentes dicen que esas son las bases, o sea, es el inicio del proceso. Como ese es el 
comienzo del proceso para un acuerdo y nosotros no quisimos avanzar más allá de temas 
exploratorios internos en definir cosas cuando hay otro concesionario actuando, muchas de las 
preguntas que el senador hace refieren a aspectos que justamente estamos discutiendo ahora y 
obviamente no están definidas, ya que la primera reunión para avanzar hacia una solución se llevó a 
cabo en el día de ayer. Entonces, algunas respuestas a las preguntas formuladas quizás sean 
parciales. 


Cuando hablo del acuerdo de los presidentes en el comunicado, me refiero a que los que 
trabajen en ese acuerdo estarán cada uno en consulta directa con el presidente. Esto es como una 
forma de asegurar que se cumplan rápidamente las indicaciones, para que al bajar en la cascada 
jerárquica no se introduzcan nuevos elementos. 


(Intervención fuera de micrófono, que no se escucha). 


—Ante cualquier duda, Petrobrás debe recurrir a su presidente y, Uruguay, al presidente de la 
república. 


(Dialogados). 


—No es una negociación entre ellos. Es decir, cuando los negociadores tengan alguna duda, 
consultarán a su máxima autoridad. 


¿Cómo se efectivizarán las concesiones y el pase del control? Es justamente lo que se está 
viendo ahora. Efectivamente, las alternativas sobre la mesa son la que mencionaba el señor senador. 
Hay posibilidad de que Ancap, por ejemplo, tome el control de Conecta y luego Conecta tome el control 
de MontevideoGas, o que Ancap tome el control, por un lado, de MontevideoGas y, por el otro, de 
Conecta. Hay otras alternativas sobre la mesa que estamos evaluando. También está el tema de si se 
devolverá la concesión al Estado o a mantenerse. Es probable —aunque me adelanto a lo que estamos 
negociando— que se mantengan las concesiones y que se cambien los accionistas, aunque, reitero, es 
parte de lo que estamos empezando a definir. 


Con respecto al llamado a nuevos concesionarios, eso corresponde a la siguiente etapa. 
Primero nos interesa efectivizar el retiro de la empresa, es decir, que se cierre todo y que se empiece 
esa nueva etapa. Nuestra intención es precisamente tener un nuevo concesionario. El mecanismo 
formal no lo podría decir ahora, pero definitivamente no es la intención mantener esto en una situación 
intermedia indefinida. Se intenta llegar a un nuevo punto de estabilidad para luego ver cómo incorporar 
un nuevo concesionario en la empresa. Eso es lo que tenemos al día de hoy. Como decía, nuestro foco 
es asegurar la salida ordenada del tema. 


El proceso arbitral es muy claro en el acuerdo y seguramente en las próximas horas se 
pedirá una suspensión de las partes de ese proceso. El acuerdo deberá incluir una cancelación de 
cualquier tipo de litigio actual o futuro, por parte de la empresa. Esa es una condición necesaria para 
alcanzar el acuerdo, según lo hablado con el presidente. 


Seguramente en las próximas horas se pedirá una suspensión mientras avanza el acuerdo. 


Cuando se habla del pasaje de los activos está claro que los activos grandes como las 
cañerías— pertenecen al Estado uruguayo, pero de todas maneras decimos que todo eso pasará a él 
sin ningún tipo de reclamos, teniendo en cuenta que —como bien decía la ingeniera Spinelli-, la 
empresa reclamaba por las inversiones realizadas. 


SEÑORA SPINELLI.- Hay una cierta cantidad de activos -no muchos que sí son de la empresa, 
como camionetas y ese tipo de activos menores. Es claro que las cañerías y la distribución siempre 
fueron y seguirán siendo del Estado. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Consulto si hay algún activo intangible que la empresa haya puesto en valor y 
que, digamos, sea parte de lo que se quiere incorporar en la negociación. Lo pregunto porque en 
transacciones con empresas, muchas veces aparece el valor llave o el valor de registro de la empresa. 


SEÑOR MINISTRO.- No se ha planteado ningún activo. Esto es bastante sencillo en su enunciado. 
Además, ya tuvimos la primera reunión y se mantuvo así. 


Con respecto a la pregunta sobre las pérdidas de la empresa, cedería el uso de la palabra al 
economista Agustín González para que cuente un poco cómo es la situación de la cadena del gas en 
general y de estas empresas en particular. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Es verdad que tenemos dos concesiones —en este caso, de distribución de gas— 
que han tenido resultados contables negativos. De todas maneras, si nos focalizamos en el Ebitda de 
las empresas, podemos decir que MontevideoGas ha estado relativamente cerca de un equilibrio 
económico; dependiendo de los años, tuvo Ebitda positivos, cercanos a cero y demás. Después sí, el 
impacto del tipo de cambio, de intereses e incluso de impuestos hace que cuando llegamos al 
resultado del ejercicio, por lo general cierre con resultados negativos. Los últimos datos que tenemos 
auditados de balance de MontevideoGas —dejando de lado pérdidas por deterioros y algunos ajustes 
contables que hicieron— dan un resultado de ejercicio de USD 1:000.000 negativo. 


Por su parte, Conecta sí ha estado un tanto más lejos de los equilibrios económicos. Su 
último resultado auditado —también dejando de lado los ajustes contables— es de unos USD 3:5000.000 
negativo, pero ahí tenemos la salvedad de que ya incorporó los honorarios que debió absorber por el 


proceso arbitral que tuvo contra el Estado. Nosotros identificamos ese gasto en el entorno de los 
USD 2:300.000 por honorarios más el proceso arbitral. Por lo tanto, si uno dejara de lado ese tipo de 
gastos, podría decir que el último resultado de Conecta es más cercano a USD 1:500.000. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente es un tema importante. Los datos de balance que tengo son un poco 
diferentes, pero quizás lo que va auditado del año a la fecha mejoró la situación. La empresa Conecta 
viene siendo deficitaria y no solamente por los honorarios de los abogados que están imputados a este 
ejercicio, sino que lo ha sido desde varios años para atrás. Es más, no sé si algún balance llegó a ser 
superavitario en Conecta; según los datos que tengo desde que la compró Petrobrás nunca lo fue. 


En el caso de MontevideoGas, los datos de balance que tengo son más cercanos a más de 
USD 2:000.000 de pérdidas y este no es el primer año que ocurriría. 


Por tanto, si lo asume el Estado -y el ministro avanzó a decir que sería a través de Ancap— 
en cualquiera de las modalidades que estábamos hablando, obviamente hay que preguntar cuáles 
serán las reestructuras o las acciones de contingencia para que no termine absorbiendo una pérdida 
de USD 5:000.000 por año a partir de ahora. Con respecto a esto, tenemos la fecha límite o deadline 
del 30 de setiembre, que es cuando Petrobrás se va. Obviamente a partir de este acuerdo, que en 
realidad es una base para un acuerdo —no hay nada firmado-— el Estado tendrá la garantía del servicio 
público o como lo llamemos, pero ¿ustedes tienen previsto más o menos en el cronograma cuándo se 
estaría haciendo el nuevo llamado a concesionarios? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Simplemente quiero aclarar que no son equivocados los números en el entorno 
de los USD 5:000.000 que está manejando. Esos son datos de balance contable y lo que nosotros 
hacemos para tener el resultado en términos de flujo es dejar un poco de lado algunos ajustes que las 
empresas hicieron en este último tiempo, fundamentalmente a partir de la certeza de que no va a haber 
regasificadora en el Uruguay, lo que implicó —a partir de solicitudes de sus auditores— que deterioraran 
a pérdida algunos de los activos que habían tenido en balance. Eso, efectivamente, no es una salida 
de caja. 


En definitiva, nosotros terminamos un año más en el entorno de los cuatro millones y medio o 
cinco, identificando que Conecta tuvo en este último año, en este último ejercicio —-son datos de los 
últimos ejercicios de las dos empresas—, ese egreso de USD 2:300.000 por honorarios de arbitraje. 


SEÑORA SPINELLI.- Quiero hacer una aclaración. Yo no soy economista, pero estoy muy 
acostumbrada a interactuar en estas concesiones, y es importante tener en cuenta el siguiente 
concepto. Estas empresas, que son concesionarias y que hacen inversiones iniciales, en teoría, tienen 
que recuperarlas en el período de la concesión; entonces, en cada año del balance está incluida una 
amortización de esas inversiones. Evidentemente, esto es parte del número que el señor senador 
maneja. Pero si la empresa decide retirarse y olvidarse de las inversiones que hizo, para nosotros 
están amortizadas y para quien que venga no es algo que tenga que recomponerse. En consecuencia, 
el número que es importante que tenga en consideración quien hoy asuma la operación por este 
período de transición es lo que realmente va a perder por operar, y es USD 1:000.000 por 
MontevideoGas y USD 1:000.000 por Conecta. Eso es lo que nosotros vemos. 


Por otro lado —esto tiene que ver con algo por lo que preguntaba el señor senador Delgado—, 
Ancap es el que hoy vende el gas y, como habrán visto en los últimos balances, viene ganando por 
este concepto USD 5:000.000 al año. 


Voy a responder a la pregunta de por qué fue Ancap el que a partir de 2017 empezó a 
comprar el gas. Lo cierto es que los productores argentinos perdían su permiso de exportación en abril 
de 2017, y como Argentina tiene una legislación que da prioridad a su demanda interna, no debería 
venderle a ningún país si no cubre sus necesidades. Este era un problema grave. Nosotros fuimos con 
las autoridades a Argentina en aquel momento para ver qué se podía hacer, si había posibilidades de 
extender ese permiso a los productores para que le vendieran a las empresas distribuidoras. Esa fue la 
opción que planteamos. En el intercambio con las autoridades argentinas vimos como posibilidad que 
el gas, en el invierno, viniera en tránsito, porque ellos importan GNL en el invierno y lo regasifican. Si 
hacían figurar como que lo que nos vendían era un gas que no era argentino, no había tanta 
problemática con respecto a incumplir su legislación. Ellos vieron esto con buenos ojos, lo tomaron 
como una posibilidad, pero nos plantearon que la venta la hiciera la empresa estatal, que en aquel 
momento era Enarsa, ahora es leasa, y es la que hace el balance, porque Argentina tiene una situación 
de subsidios cruzados. Es esa empresa la que importa todo el gas para Argentina y la que nos tenía 


que vender. En resumen, nos plantearon que la empresa leasa le vendiera a Ancap. No nos dieron 
muchas opciones. 


Esta es una realidad que hace que hoy -se puede ver en el balance-—, por lo que ingresa por 
la comercialización del gas, aunque el Estado absorbiera estas pérdidas, todavía estaríamos en una 
situación positiva, no en una negativa. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto al tema de las reestructuras operativas, incluyendo la situación de 
los trabajadores, quiero decir que uno de los compromisos asumidos por el presidente en esa reunión 
fue el de mantener las fuentes laborales en este proceso de transición. Eso hace que los despidos que 
se estaban tramitando queden suspendidos. Nos parecía que no tenía sentido atravesar al mismo 
tiempo y en paralelo un proceso de despidos y la salida de una empresa. Entonces, lo que se decidió 
fue suspender esos despidos. 


En cuanto a la reestructura, vuelvo a decir lo siguiente. Hasta hace una semana nosotros 
estábamos como contraparte de la concesión. Es decir que toda la parte de estructuración, de gastos y 
de ingresos era tema de la empresa. Esto pasa a ser, recién a partir de ahora, responsabilidad de 
quien tome el control de la empresa. En este momento estamos viendo las medidas que se pueden 
tomar para ser más eficientes y disminuir los gastos. Hemos venido trabajando como Estado y 
seguramente en los próximos meses tengamos novedades respecto a obtener mejores precios con 
Argentina. Dado que ese país tiene una situación más favorable y que los expertos coinciden en que 
las perspectivas son muy buenas en el tema del gas, en el mediano o corto plazo va a haber un mejor 
panorama. 


En relación con la situación interna, estamos manejando algunas ideas que consideramos en 
las negociaciones con la empresa como forma de mejorar la ecuación, pero no como una decisión 
propia del operador. Por ejemplo, se vio la posibilidad de fusionar ambas empresas para lograr 
eficiencia. También se pensó en los posibles mecanismos para aprovechar el hecho de que Ancap 
quedaría en toda la cadena. Son elementos que recién estamos empezando a analizar. 


Nuestra prioridad ahora, reitero, es lograr una salida ordenada para poder empezar a mirar 
hacia adelante desde la nueva posición y por eso hoy no podemos dar, por ejemplo, una fecha 
respecto a una nueva licitación. En este momento estamos concentrados en resolver este tema. Me 
parece importante destacar que para Uruguay la situación de Petrobrás con toda esta combinación de 
factores, desde el punto de la estabilidad del servicio, era un problema. No me refiero a la garantía del 
servicio a los usuarios —eso nunca estuvo en discusión; tanto la empresa como los trabajadores 
siempre garantizaron el servicio y eso lo ha dicho la Ursea en todas las consultas— pero sí a tener una 
estabilidad para atraer a otros inversores. Es muy difícil que un inversor desee venir cuando una 
empresa está anunciando irse y con litigios sobre la mesa. Quiere decir que primero hay que limpiar 
ese panorama para poder avanzar. 


Entonces, esas restructuras vamos a poder analizarlas con más detalle cuando se tome el 
control de la operativa de la empresa, lo que forma parte del acuerdo. 


Respecto a la negociación con Gasoducto Cruz del Sur, le voy a pedir a la ingeniera Spinelli 
que haga uso de la palabra. 


SEÑORA SPINELLI.- Antes que nada voy a hacer una acotación respecto al precio del gas. Se 
preguntó por qué UTE había conseguido USD 5 por millón de BTU. Se trató de una licitación abierta a 
productores argentinos. Ese es el precio al que se consigue el gas interrumpible, fuera del invierno. En 
las negociaciones que se han hecho últimamente con Argentina también se han conseguido esos 
precios fuera del invierno para el gas residencial e industrial. De hecho, en mayo pagamos un precio 
que estaba en ese orden. 


Con Gasoducto Cruz del Sur la situación es bien diferente que con las otras dos 
concesiones. Ha sido una empresa que siempre cumplió con los contratos de concesión. No hubo 
incumplimientos; es un buen concesionario. Nunca reclamó lo que sucedió durante los primeros quince 
años de su concesión; si bien no recuperó la inversión realizada, lo asumió como un riesgo de su 
negocio. Cuando se estaban por vencer los primeros quince años de su contrato y se estipulaba una 
revisión tarifaria, se sentaron a trabajar con nosotros y seguimos trabajando desde hace muchos años. 
Todavía no hemos llegado a una solución tarifaria pero estamos trabajando con buena relación e 
intentando llegar a un acuerdo. Esto tiene un impacto en la tarifa que es muy inferior a lo que impacta 


el precio del gas. Por ahora no sentimos que esté en riesgo el transporte, la relación con el 
concesionario ni el impacto en la tarifa final. Estamos trabajando en este punto y esperamos poder 
llegar a buen fin. 


SEÑOR MINISTRO.- Nuestro objetivo principal ahora era lograr una solución que permitiera volver a 
una situación de estabilidad en el servicio del gas. De todos modos entendemos, de acuerdo con lo 
que nosotros estamos estudiando de la realidad, que las perspectivas del gas en Uruguay son buenas. 
Ustedes me dirán: « ¿Justo ahora son buenas, cuando fueron malas los últimos 10 o 15 años y 
siempre fue una situación problemática, porque esencialmente dependemos de Argentina donde hubo 
una crisis energética?». Algunos números están mostrando —como recién decía la señora Spinelli- que 
los precios que estamos consiguiendo con Argentina son sustancialmente mejores que los de los 
últimos tiempos. Con la realidad de Vaca Muerta y la situación energética de Argentina, los 
diagnósticos indican que la coyuntura va a mejorar, sin duda, lo cual nos permite ser optimistas, tanto 
en la situación del gas en general, como en la aparición de posibles inversores para la concesión del 
gas. El pasar del tiempo nos dirá si tenemos razón o estamos equivocados. 


SEÑOR AMORÍN.- Lo que queda bastante claro es que hay una negociación verbal, un comentario 
verbal del acuerdo muy grueso al que se ha llegado, en el que ustedes están trabajando en la parte 
fina y, aparentemente, se ha hecho entre el presidente de la República Oriental del Uruguay y el 
presidente de Petrobrás, en Santa Fe. Seguramente, el presidente de la república fue a esa reunión 
con asesores, así como también habrá hecho lo mismo el presidente de Petrobrás. En primer lugar, me 
gustaría saber quiénes estuvieron en esa reunión, porque creo que es importante. 


En segundo término, creo que es bastante claro que el ideal para nuestro país era que la 
concesión siguiera porque, naturalmente, era a 30 años —una vencía en el año 2024 y la otra más 
adelante—, pero la realidad de Petrobrás y otras situaciones complejas hacen que Uruguay tenga que 
rever la medida. Aparentemente, cambia la base del acuerdo: «Nosotros retomamos la concesión, les 
permitimos irse sin pagar nada cuando están rompiendo un contrato, porque se están yendo». 
Entonces, a cambio de eso, les decimos: «Bueno, no nos reclamen nada a nosotros». En cuanto a los 
reclamos parece que hay dos instancias de arbitraje: una que ya terminó y que concluyó con que 
Uruguay no debe nada, y otra similar que está por terminar y que seguramente va a decir que Uruguay 
no debe nada, que hizo las cosas bien. En realidad, el cambio que estamos haciendo es «vayan 
tranquilos muchachos, les damos la mano y ustedes no nos dan nada a nosotros». En realidad, uno de 
los arbitrajes ya está terminado, Uruguay no debe nada, el otro está a punto de terminar y Uruguay 
tiene confianza, a pesar de que Petrobrás ha gastado USD 2:500.000 en manejar ese tema, en que el 
resultado sea igual al primero. 


Concretamente quiero saber quiénes estuvieron en la negociación y si ustedes pensaban que 
iba a ser así. 


SEÑOR MINISTRO.- En esa instancia también estuvo el secretario de Presidencia y quien habla, y no 
fue una negociación, sino un acuerdo de alto nivel. Por supuesto que estábamos asesorados por todos 
los equipos preparados para ir a esa reunión y lo que se arreglaron fueron las bases para un acuerdo. 


En cuanto a cuál es el ideal, quiero decir que la realidad es obstinada. Nuestro objetivo 
principal es llegar a una situación de estabilidad en el servicio de gas, es decir, garantizar que el 
servicio llegue a la gente y a la industria. Era una situación que se venía arrastrando por diversos 
motivos —como dije al principio—-, ya sea porque la empresa quería retirarse o por los litigios que 
dificultaban el hecho de acordar la ecuación económico-financiera. ¿Por qué? Porque cualquier 
concesión que hiciéramos en esa negociación podía ser utilizada en un litigio, por ejemplo, para decir 
«¿Por qué no lo dieron antes?»; es decir que se contaminaba mucho esa realidad. 


Entonces, desde la lectura que nosotros hacemos, nos parece beneficioso en el sentido de 
que se eliminan todos los arbitrajes. Aclaro que uno de los arbitrajes no estará por terminar en agosto 
sino — ¡con suerte!- en abril del año próximo y, el otro, había terminado diciendo a las dos partes que 
negociaran. Lo cierto es que no se habían puesto de acuerdo en esa negociación, y una posibilidad 
verosímil podía ser que la empresa volviera a interponer otro arbitraje dado que no se había cumplido 
con lo anterior y así seguir con su ánimo litigante, que era lo que caracterizó el último año y medio. 


Reiteramos que la lectura que hacemos es beneficiosa en el sentido de que se eliminan todos 
los arbitrajes y se resuelve la situación. Por supuesto que podía haber situaciones ideales mejores; por 
ejemplo, si no hubiera habido ningún problema y la empresa siguiera con su concesión no estaríamos 
acá, pero debimos manejar la situación y creemos que en ese contexto el acuerdo es beneficioso 


porque disipa las nubes —por decirlo de alguna manera—, no hay reclamos de la empresa —actuales ni 
futuros— y podemos seguir hacia adelante, aunque con la condición de tener que tomar la concesión. 
Eso está claro. 


SEÑOR DE LEÓN.- Ante todo quiero agradecer por la presentación que hicieron del tema. 
¡Qué buena la reunión! ¡Qué buena la información que nos han dado! 


¡¿Qué hubiera sido de esta reunión si se hubiera llevado a cabo un mes y medio antes?! Creo 
que habría sido totalmente diferente; se estuvo dilatando por diferentes razones y me parece que fue 
más que oportuno haber esperado porque todos sabíamos que se estaba trabajando al más alto nivel 
para buscar una solución al tema. 


Entiendo que es una muy buena noticia todo lo que ha planteado el señor ministro, porque 
todo el proceso vinculado a la participación de Petrobrás en los últimos años en Uruguay —no planteo 
responsabilidades de esa empresa— ha estado rodeado de incertidumbre. No era lo mismo lo que iba a 
pasar con estas dos empresas si hubiera surgido una regasificadora que sin ella; no era lo mismo la 
situación de Argentina hace algunos años con respecto a la disponibilidad de gas que la potencialidad 
que hoy se plantea ese país con relación a sus reservas; no era lo mismo la situación de incertidumbre 
que tenían los usuarios antes de llegar a este acuerdo, porque nunca sabían si iban a contar con el 
suministro; incluso la industria no podía tomar definiciones de fondo con respecto a la disponibilidad de 
un suministro de gas y de un servicio seguro. 


En definitiva, creo que esta es la mejor noticia, tanto para el Uruguay como para los usuarios — 
domiciliarios y empresas— y los trabajadores. Ahora habrá que dar pasos firmes y me parece que no 
hay apuros; no creo que haya que salir a buscar rápidamente un nuevo concesionario. Lo más 
importante es poder brindar seguridad en lo que respecta al suministro de gas por parte de Argentina, 
para que quien venga tenga la certeza de contar con una proyección clara a fin de seguir creciendo en 
este sector, porque se hablaba de cuarenta mil, pero no sé si ese es el total de clientes o si están 
incluidas las empresas. Tal vez después lo podrían aclarar. 


Creo que comienza a tener certezas un proceso que ha estado lleno de incertidumbres —es lo 
más importante—, y considero que la acción del Poder Ejecutivo ha sido clave para lograrlo. Los 
señores senadores coincidirán en que ahora se entra en una etapa que permitirá, ya sea a través del 
Estado lo que, en lo personal, no me desagrada— o a través de un concesionario privado, desarrollar 
el potencial que tiene el gas como alternativa energética, tanto para la industria como para los hogares. 


Está claro que en los últimos años ha habido un freno en este negocio por todo lo que aquí se 
ha dicho —no se sabía qué ¡ba a pasa con Argentina ni con el futuro de Petrobrás—, pero ahora se entra 
en una etapa nueva. Ojalá esto se pueda refrendar con mayor detalle en esos acuerdos que se vienen 
trabajando y que puedan darse las señales claras para que esto siga creciendo en el país. 


Simplemente quería decir eso, y reitero que me gustaría conocer el desglose de los clientes. 


SEÑORA SPINELLI.- Con respecto a la pregunta del señor senador —también lo había mencionado el 
señor senador Delgado—, quiero decir que hay una confusión entre medidores y clientes. 
MontevideoGas tiene alrededor de 38.000 medidores que equivalen a 54.000 clientes, 
aproximadamente, ya que hay unos setecientos edificios que más o menos abarcan a 14.000 clientes 
más, es decir, 20 apartamentos por edificio. 


Sí es verdad que en los últimos años ha habido una cierta disminución de medidores — 
alrededor de mil quinientos—, pero casi todos corresponden a clientes residenciales de un solo uso a 
los que, realmente, no les es muy conveniente mantenerse conectados. Los clientes del gas natural 
han sido sumamente leales; no ha habido una pérdida sustantiva en los últimos años. 


Aquí tengo para mostrarles la curva de clientes generales y residenciales de MontevideoGas. 
Como los señores senadores podrán apreciar, hubo una suba muy importante en los años 
comprendidos entre 2010 y 2013, que fue cuando se introdujeron al sistema muchas calderas de 
edificios, y luego hay una pequeña baja, pero hablamos de unos cientos. 


La gráfica de abajo es la de los clientes de Conecta, que también han ido aumentando. De 
todas formas, es una escala más pequeña porque son 5.000 clientes. 


Esas son las cifras, y es ahí donde tenemos diferencias con los trabajadores, que muchas 
veces hablan de pérdida de clientes porque manejan números distintos. Nosotros, en ningún escenario 
vemos la pérdida de 7.000 clientes; la diferencia está, justamente, en cómo contabilizamos a los 
clientes de los edificios. Me parece que allí están las diferencias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos mucho la presencia de nuestros invitados y, en lo que me es 
personal, quiero manifestar algunas cosas que me parecen importantes. 


Ante todo, considero bueno que todas las explicaciones y el completísimo informe que se ha 
brindado hayan sido aportados reseñando también el marco regional complejo en el que se dio toda 
esta situación. 


Quiero manifestar, también, que con este acuerdo se beneficia tanto la población en general 
como los trabajadores, y creo que el Uruguay todo. 


A su vez, quiero recordar que aquí hubo tres propuestas en el marco de algunas situaciones 
complejísimas que se dieron —una en abril, otra en mayo y la más reciente en junio— y que, a partir del 
encuentro de Santa Fe —que, de alguna manera, propició este acuerdo—, de alguna manera los 
trabajadores también resultaron con algunas certezas en cuanto a sus fuentes de trabajo. 


Y algo más: tengo absoluta confianza en el referente principal de este acuerdo, que es el 
presidente de la república, pero también en aquellos en quienes delegó la concreción de parte de este 
acuerdo, que son los integrantes del Poder Ejecutivo. 


Entonces, en ese sentido —reitero— quiero agradecer la presencia de los representantes del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. A veces los uruguayos tenemos la mala costumbre de medir 
todo entre ganadores y perdedores, pero creo que con este marco de acuerdo el que gana es el país, 
en una situación, en un contexto regional que no siempre es el más favorable. 


(Se retira de sala la delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


